Poder Judicial de la Nación

///nos Aires,     de abril de 2018


AUTOS Y VISTOS: 



Para resolver en la presente causa N° CPE 1212/2016 (3), caratulada: “Z L S.A. Y OTRO S/ INFRACCION ART. 302 DENUNCIANTE: JUZGADO NACIONAL EN LO CRIMINAL DE INSTRUCCIÓN NRO. 43” y respecto a la situación procesal de MJF, de 40 años de edad, casado, de profesión contador, de nacionalidad argentina, nacido en Buenos Aires, con domicilio real en de esta ciudad, hijo de y de CDDC, de 47 años de edad, soltero, empleado de ‘L S.R.L’, de nacionalidad argentina, nacido en la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, 


CONSIDERANDO:



I. Objeto procesal.


La conducta investigada en autos esta dada por el libramiento y  la posterior dación de  contraorden de pago fuera de los casos en que la ley lo autoriza respectos de los siguientes cheques nros. 11771685, 11771686, 11771687, 11771688 y 11771689 todos ellos por la suma de $4.207 cada uno, pertenecientes a la cuenta corriente nro. 6247-7-182-0 abierta a nombre de “Z LS.A” en la filial 182 del Banco Galicia.



El hecho investigado encuadraría “prima facie” dentro de las previsiones del art. 302 inc. 3°  del Código Penal.



II. Sinopsis del expediente.



I. Que la presente causa llegó a conocimiento del suscripto en virtud de la resolución dictada con fecha 26 de agosto de 2016 por el Juzgado Criminal y Correccional N° 43, en la cual se resuelve: SOBRESEER a  GAF  y  EXTRAER TESTIMONIOS de la presente causa  y remitirlo a la Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico a fin de que se desinsacule el Juzgado de ese fuero que deba intervenir frente a la posible comisión del delito previsto y reprimido por el art. 302 del CPN.



II. Las presentes actuaciones tienen su génesis en la denuncia efectuada por el Sr. MJF en representación de la firma Z L S.A. contra la Srta.  GAF por estafa.



Alega en la presentación que la Srta. GAF  prestó servicio para la firma que representa hasta el 25 de abril de 2016, fecha en la cual comunicó su voluntad de renunciar,  motivo por el cual se le otorgó a la nombrada, por los servicios prestados, una gratificación de pesos veintiún mil treinta y cinco pesos ($ 21.035), más el importe de once mil cincuenta pesos ($ 11.050), pagaderos en seis cheques (nros. 11771685, 11771686, 11771687, 11771688 y 11771689 todos ellos por la suma de $4.207 cada uno), debiendo para ello presentar formalmente su renuncia. 

Que la Srta. GAF se dirigió a la sede de la firma el día 27 de abril de 2016 y presentó copia del telegrama de renuncia (confr fs. 35), la cual al ser vista por el denunciante, y al tener éste una relación laboral de confianza con la misma, le entregó los cheques en cuestión a la espera del telegrama original de renuncia. 

En lugar de llegar el telegrama de renuncia, recibió ese mismo día, con fecha de libramiento 26 de abril de 2016, una carta documento en la cual requería que se regularice su situación laboral bajo apercibimiento de considerarse despedida.   

Por esta razón, es que consideró que habían sido engañados y estafados por GAF, motivo por el cual interpuso la correspondiente denuncia ante la Justicia y se dirigió al Banco con una copia de la misma.

III. A fs 53, 56, 80 y 105 obran los informes solicitados al Banco de Galicia.

IV. Se le recibió declaración testimonial a la Srta.GAF (confr fs. 84).

V. A fs. 116 se le recibió declaración testimonial a un empleado del Banco de Galicia 



VI. se le recibe declaraciones indagatoria a los Sres. CDDC  y MJF (Confr. fs. 141/142vta, 143/164vta).



VII. Con fecha 17 de octubre de 2017 se dictó la Falta de Mérito para ordenar el procesamiento o el sobreseimiento de los imputados y se ordenó la realización de sendas medidas de prueba (Confr fs.165/166vta).



VIII. Se le recibió nuevamente declaración testimonial a la Srta. GAF, oportunidad en la cual negó su intervención en el libramiento del telegrama de renuncia obrante a fs. 18, oportunidad en la cual además aceptó confeccionar un cuerpo de escritura (Confr. fs. 173/174).



IX. Se recibió declaración testimonial a otro empleado del Banco (Confr. fs. 176y vta).



X. Se solicitó al Correo Argentino la remisión del telegrama  laboral N° 361 de fecha 26/04/2016, obrante a fs. 182/184


XI. que se ordenó la realización de un peritaje caligráfico a efectos de determinar si los textos  y las firmas en el anverso y reverso del telegrama original  pertenecen a puño y letra a GAF.


XII. A fs. 190//192 obran las conclusiones de peritaje caligráfico mencionado.





III. Declaración indagatoria. 


Que a fs. 141/142 CDDC, prestó declaración indagatoria, oportunidad en la cual expuso “… mi función en la empresa era de tesorero de Z L S.A. donde me encargaba de los pagos en general … me limité a firmar todos los pagos que habrá que realizar, desconociendo lo que ocurrió en forma posterior con los pagos firmados. Asimismo, no tuve participación en la denuncia de los cheques ni en la intervención bancaria. Tampoco entregue los cheques ni la vi ese día.”



Que a fs. 143/164 prestó declaración indagatoria MJF quien se remitió a la presentación de fs. 159/162 la cual forma parte integrante de su declaración. 



Allí desplegaron los siguientes argumentos defensistas:  “…la Sra. Fernández simuló haber renunciado a su trabajo exhibiendo a su empleador una copia del telegrama de renuncia falso…adulteró los datos de la dirección para que creyéramos que efectivamente la había mandado a nuestra dirección…fui atendido por un oficial de la cuenta… y me hizo firmar unos papeles pre-impresos mediante los cuales se autorizaba al Banco a cobrar de la cuenta los cargos para bloquear los cheques…recién ahora,…tomo conocimiento que en esos papeles pre-impresos se decía falsamente que los cheques habían sido extraviados…” 



Asimismo, a fs. 194/197 el abogado defensor de los imputados, amplió las defensas y solicitó el sobreseimiento de sus defendidos.


Allí argumento que las medidas de prueba ordenadas luego del dictado del auto de fata de mérito de mis asistidos permitieron  corroborar que: 1) la empresa ZL S.A. fue víctima de la maniobra denunciada judicialmente, 2) esa denuncia fue la que se aportó al banco a fin de solicitar el bloqueo de los cheques oportunamente entregado, 3) fue el propio banco quien decidió aceptar dicho bloqueo a partir de la información veraz aportada por mi asistido.


Concluyó que ya sea que se considere a dicho error como causal de atipicidad o bien solo como excluyente del reproche de culpabilidad, al no ser un error imputable a mis defendidos, corresponde disponer sus sobreseimientos por aplicación del art. 18 de la C.N.

                      IV. Análisis. 


Llegado a este momento es que corresponde analizar los argumentos expuestos por los imputados a la luz de las pruebas colectada a lo largo de la pesquisa.



A) CDDC y MJF 



Así las cosas, entiendo que las evidencias colectadas durante la instrucción tienen para este momento del proceso, el grado de certeza suficiente como para acreditar la materialidad del hecho que le fuera imputado a los Sres CDDC y MJF.


En primer lugar corresponde recordar que la esencia de la conducta típica investigada en autos esta dada por el libramiento de los cartulares y la posterior dación de contra orden para sus pagos, en este caso, a través de la solicitud efectuada ante el Banco Galicia de fecha 27/05/2016.



Que todos los cartulares fueron librados y firmados por el Sr. CDDC, mientras que la orden de no pagar fue suscripta por el Sr. MJF ante la entidad bancaria.



El libramiento y la entrega de los cartulares a la Srta. GAF, tiene base en concepto de liquidación final tal como se prueba con el recibo obrante a fs. 20, de fecha 27 de abril de 2016, firmado por la nombrada.



Es decir que tal como expuso en su denuncia el Sr. MJF, realizó la entrega de los cartulares en cuestión, en concepto de indemnización y pago del último salario, correspondiente al mes en curso, toda vez que tal como surge de la documentación por él aportada, su empleada, le llevó la copia del telegrama de renuncia que les habría enviado con fecha 26 de abril de 2016- ver fs. 20-



Ahora bien, posteriormente a la entrega de los cartulares, se recepcionó en su empresa, una carta documento de parte de la empleada en la cual solicitaba se regularice su situación laboral, entre otras cosas. Atento a ello, es que consideró que habrían sido estafados por la empleada, quien para obtener los cheques, había presentado una copia de un telegrama de renuncia falso, ya que el original no les había llegado y si, en su lugar, recibieron una carta documento.



Ante esta situación es que el Sr. MJF realizó la denuncia que originara la formación de las presentes actuaciones contra la Srta. GAF y se dirigió a la entidad bancaria con una copia de la misma a fin de bloquear el pago de los mismos.



Que en el banco, según expone, fue atendido por el oficial de cuentas a quien le dejó copia de la denuncia por él efectuada en la Justicia, siendo que el empleado le hizo firmar unos papeles pre impresos mediante los cuales autorizaba al banco a cobrar unas multas por bloquear los cheques.



Que entre estos papeles pre impresos, se encuentra la orden de no pagar, firmada por el imputado, en la cual se consignó que la razón de la misma fue el extravío de los mismos. 



En relación a ello, el imputado expuso que recién tomó conocimiento que en esos papeles pre-impresos se decía falsamente que los cheques habían sido extraviados, siendo que él llevó al banco la copia de la denuncia a fin de solicitar el bloqueo de los cheques oportunamente entregados. 



Agrega la defensa que “ En ningún momento las personas del banco le comentaron que la denuncia presentada no era suficiente para solicitar el bloqueo y nunca advirtió en esos papeles pre impresos se decía falsamente que los cheques habrían sido extraviados, lo cual era absolutamente contrario a lo que el mismo le informaba al banco a través de la denuncia” … “Todo lo expuesto permite demostrar que  el bloqueo de los cheques en cuestión fue efectivamente autorizado, por los propios empleados del banco Galicia luego de recibir la denuncia presentada … en orden al delito de estafa y por ende, es posible sostener que estamos ante un caso de inexistencia del tipo objetivo imputado porque se dio una contra orden dentro de los casos en que la leu autoriza a hacerlo”.

Que se citó a prestar declaración testimonial al Sr. Pablo Agustín Gomes, empleado del Banco Galicia, el cual refirió que “…Una persona viene al Banco, trae una denuncia que puede ser judicial como policial, se cargan los datos en el sistema poniendo solamente los números de los cheques que presenta la denuncia. Las solicitudes de Orden de No Pagar vienen preimpresas sin poder agregarle o excluirle texto alguno…”. 



Que según los dichos del empleado bancario, no existiría otra posibilidad para bloquear el pago de los cartulares, que suscribir las órdenes de no pagar pre impresas por el banco, razón por la cual se le solicitó al cuentacorrentista que las suscriba.



Cabe decir al respecto, que también resulta confuso el accionar del empleado bancario, quien al recibir al titular de la cuenta corriente, que concurre a efectos de solicitar el bloqueo de los cheques justificando su pedido en la denuncia judicial por él iniciada- cuya copia lleva consigo-, hace caso omiso a esas razones, instando al imputado a firmar los papeles pre impresos que el banco le otorga a pesar de que ello no es lo que el librador expone que aconteció.

Al respecto, debo decir que las circunstancias del caso no permiten aplicar al caso el error de prohibición solicitado, toda vez que surge del expediente, que el Sr. MJF, desde el primer momento en el que acaecieron los hechos, contaba con asistencia letrada y asesoramiento, ya que habría iniciado una acción penal la mañana misma de su presentación ante el banco.

Asimismo, luego de presentarla ante la Justicia, se dirigió ante la entidad bancaria y a pesar de que había concurrido con una copia de la denuncia, cuando en el banco le informaron que la única manera para truncar el pago de los cartulares que le habría entregado a la ex empleada, era suscribiendo las órdenes de no pagar informando como causal un extravío de los cheques, en un intento de hacer justicia por mano propia, no dudo en manifestar una mentira a efectos de cumplir su objetivo del bloqueo de los mismos, quizás amparado en un sentimiento de ejercicio de legitima defensa de su patrimonio.

Así el imputado MJF, se presentó ante la Justicia con un patrocinio letrado a instar denuncia judicial contra la Srta GAF y a la hora de haber procedido correctamente, en el conflicto que lo tenía como supuesta víctima, fue al banco y suscribió una falsa denuncia de extravío para con ello truncar el pago de los cartulares.
Que el hecho de sentirse estafado, no alcanza para dar una contraorden de pago no legal, a fin de frenar el pago de los mismos, más en un escenario como el del presente caso, cuando el imputado ya contaba con asesoramiento letrado.

Que el camino correcto a fin de bloquear el pago de los cartulares con motivo de la denuncia de estafa, hubiera sido, solicitar en la denuncia instada contra la Srta GAF, que el Juzgado libre un oficio a la entidad bancaria solicitando el no pago de los mismos como medida cautelar atento a que el deber del juzgador en los casos puestos en su conocimiento es evitar también las consecuencias nocivas del ilícito que se denuncia.

La Sala I en un fallo similar dijo que “ en modo alguno puedo concebir la “necesidad racional” de cometer el delito de tratamiento para evitar el cobro de los cheque ante el alegado incumplimiento de la otra parte de sus obligaciones comerciales y la eventual defraudación que ello podría significar, cuando el librador-sin duda alguna-contó con la posibilidad concreta de efectuar la denuncia del hecho para obtener una decisión judicial, cuando menos provisoria, respecto de la comisión del aludido delito de defraudación y la pertinente disposición del bloqueo de los fondos depositados” (CNPEC Sala I 1/12/87 Caso Arcidiácono).

Al respecto, entiende la Sala “B” que “la circunstancia invocada por el coimputado consistente en que la denuncia se habría sustentado en que un incumplimiento contractual de parte del tenedor del cheque que habría dado lugar a la posterior devolución de la mercadería y cancelación de la relación laboral tampoco resulta admisible ya que esta situación no es una de las causales previstas para realizar una denuncia por extravío y dar una posterior   contraorden de pago” ( CPE Sala “B” Reg 149/2003).
Sin embargo, el imputado, estando asesorado, concurrió a la entidad bancaria y suscribió las órdenes de no pago en las cuales consignó como razón el extravío de los mismos, situación que no es real, ya que los mismos habían sido librados y entregados a la tenedora. 
 

Es decir que en el caso de que se quiera justificar el accionar del imputado, aduciendo que actuó bajo un error, este es a todas luces vencible, ya que contaba con el asesoramiento letrado desde el inicio de las presentes actuaciones y también cuando se dirigió a la entidad bancaria a suscribir las ordenes.

En consonancia con ello, tiene dicho el Superior que “ … el error le es imputable si el mismo proviene de su falta de diligencia y prudencia (Cf. Nuñez “Derecho Penal Argentino) (CPE Sala “B” Reg 149/2003).

Por otro lado, no surgen de las ordenes que el firmante, haya aclarado que la razón allí consignada no fue la real, solamente están sus dichos y la copia de la denuncia que llevó consigo y dejó en el banco. 




Es que “…no basta invocar un extravío para dar una contraorden de pago válida, sino que se requiere acreditar la existencia del hecho como una de las causales autorizadas por la ley a aquel efecto, de modo que aquella invocación no se constituya en una artimaña urdida para obstaculizar el pago” (Sala B, de la Excma. Camára del Fuero, registro 375, año 2010). 


Si bien el actual abogado de los imputados, argumenta que fue decisión del banco aceptar dicho bloqueo a partir de la información veraz aportada por su asistido, este argumento no puede prosperar ya que desde el primer momento en que sucedieron los hechos, los imputados contaron con asesoramiento letrado, por lo cual no pueden alegar el desconocimiento de que al firmar las órdenes de no pago por extravío, no estaba realizando una acción ilegítima y dando una orden mendaz.

El delito no existe cuando la contraorden estuviera basada en una causal autorizada por la ley, siendo el extravío una de esas causales. Aquí no se discute que la contraorden fue dada fuera de los casos de que autoriza a ley ya que se el imputado consignó un extravío que no es real, para lograr su cometido de bloquear el pago de los mismos. 

En un caso similar, la Sala “A” entendió que “...No puede admitirse que una falsa denuncia de extravío sea el medio adecuado para defender el derecho que el imputado considera que le asiste” (CPE, Sala “a” Reg 95/2004).

En otro precedente la misma Sala expuso que “ el procesado no puede adoptar ese temperamento ente un presunto incumplimiento obligacional de quien era su gestor, cuando la ley lo prevee de diversas vías para exigir el correcto cumplimiento del mismo, por lo que en modo alguno puede admitirse que hacer peligrar la fé pública sea uno de esos caminos” (CPE Sala A 19/06/96 Caso Fox).



Se ha dicho que “…debe tenerse presente que para que se tipifique el delito examinado, no se exige especialmente el conocimiento por parte del autor de la ilegalidad de la orden, por lo que basta el dolo eventual para constituir el tipo penal. ´La duda, la sospecha acerca de la existencia de una circunstancia que autorice la contraorden cargarán en perjuicio del autor…´(confr. Carlos BORINSKY, “Derecho Penal del Cheque”, pag. 145, Editorial Astrea, 1978, confr. Regs. Nos. 767/99 y 922/99 de esta Sala “B”)” (registro nro. 375/2010 Sala B de la Excma. Cámara del Fuero). 
El Sr. CDDC libró los cartulares, con motivo del pago de la indemnización a la empleada que habría renunciado, siendo que para probar ello, la empleada, llevo una supuesta copia del telegrama, el cual resultó luego modificado por ella a efectos de que nunca llegara a la empresa y si mandar luego una carta documento. Por otro lado el libramiento nunca fue cuestionado por ninguna de las partes. 



 El hecho investigado encontraría adecuación típica dentro de las previsiones contenidas en el artículo 302, inciso 3(, segunda hipótesis del Código Penal, en cuanto establece que “será reprimido con prisión de seis meses a cuatro años e inhabilitación especial de uno a cinco años (...) el que librare un cheque y diera contraorden para el pago fuera de los casos en que la ley autoriza a hacerlo, o frustrare maliciosamente su pago” (el destacado me pertenece).



El tipo penal se satisface con la dación de una orden de no pago de los documentos que habían sido librados y entregados legítimamente; no resultando necesario la presentación al cobro de los cheques.



En consecuencia, corresponde dictar el procesamiento de los Sres CDDC y MJF  en orden a los hechos investigados, en carácter de co-autores.
En tal sentido se ha dicho que “…si bien este Tribunal ha establecido, por numerosos pronunciamientos (confr. Regs. 311/00, 465/00, 1168/01, 1278/01, 810/03, 1214/04, entre muchos otros de esta Sala “B”) que ´en principio, las personas que pueden dar contraorden de pago en los términos del art. 302 inc. 3° del Código Penal son el titular de la cuenta corriente o una persona autorizada a utilizar la cuenta… nadie sino el titular de la cuenta o el representante autorizado puede revocar la orden de pago, por lo mismo que sólo estas personas pueden darla…´ (confr. Carlos BORINSKY, “Derecho penal del cheque”, Ed. Astrea, Buenos Aires, 1973, pág. 141); como así también que: “…autor de los delitos previstos en los tres primeros incisos del art. 302 del Código Penal sólo puede serlo el agente calificado. Los extraños podrán responder como cómplices o instigadores en tanto exista un hecho principal… obra de un autor idóneo…´ (confr. Carlos BORINSKY, “Derecho penal del cheque”, Ed. Astrea, Buenos Aires, 1973, pág. 161; Regs. Nos. 638/03, 810/03, 145/05, 968/06, 443/07, entre muchos otros, de esta Sala “B”), mediante un examen de la cuestión se advierte la pertinencia de ampliar parcialmente el criterio establecido anteriormente, sólo con el alcance que se desarrollará por los considerandos siguientes. 15°) Que, por el artículo 5 del Anexo I (Ley de Cheques) de la ley N° 24.452 se dispone: ´En caso de extravío… el titular de la cuenta corriente deberá avisar inmediatamente al girado… El aviso también puede darlo el tenedor desposeído…´ (…) Mediante un examen de la disposición legal mencionada se permite concluir que por aquélla se otorgó a personas ajenas a la titularidad de una cuenta corriente bancaria (o al ámbito de personas autorizadas a operar en aquella cuenta por los titulares de la misma) una autorización legal expresa para operar en relación a aquella cuenta bancaria, la cual se encuentra limitada a la posibilidad de revocar el pago de un cheque, sólo cuando se reviste la calidad de tenedor de este cheque. 16°) Que, en consecuencia, se advierte que en casos como el “sub examine”, el círculo de autores se amplia, por la previsión de una norma legal expresa, no sólo al titular de la cuenta corriente, sino también a las restantes personas autorizadas a operar en relación a la cuenta bancaria, entre las cuales deben considerarse incluidas tanto las habilitadas expresamente por el/los titular/es de la cuenta bancaria, como aquéllas autorizadas por la disposición legal recordada por el considerando anterior, pues en todos aquellos casos los nombrados cuentan con la calidad de agentes calificados para revocar una orden de pago.” (Sala B, nro. 404, folio 1055/59, año 2011, voto del Dr. Hornos).
Es dable señalar así también, que el medio en el cual vivimos exige que haya seguridad sobre estos papeles de comercio. 

Lo que castiga en consecuencia el tipo penal es el accionar de la persona, consistente en dar ilegítimamente una orden de no pagar.

 La ley 24.452 en su art. 5 admite los casos de hurto, robo, adulteración o extravío de los cartulares como supuestos legales para formular una contraorden de pago.

Véase que la ley especial, no contempla como elemento normativo del cheque, las circunstancias relativas a la tenencia del cartular en cuestión.  No se efectuá distinción alguna respecto a la  buena  o mala fe de la misma, no pudiendo ampararse en estas cuestiones, no previstas normativamente y dar una contraorden de pago fuera de los casos establecidos por la ley.

En definitiva, entiendo que el plexo probatorio reunido en el legajo, permite avanzar en el grado de reproche del injusto penal que se le enrostra a los encausados.
1°) Procesamiento



En este contexto, considero que se halla reunida en autos la convicción suficiente que exige el art. 306 del Código de rito como para considerar a los Sres CDDC y MJF co-autores del hecho descripto en el considerando I. 

Por todo ello, y habiendo prestado los imputados declaración indagatoria (art. 307 del C.P.P.N.), corresponde dictar sus autos de procesamiento.

2°) Sin Prisión Preventiva

En lo que hace a si corresponde o no el dictado de la prisión preventiva, entiendo que ello no es así (art. 312 del C.P.P.N.). 

En efecto, de momento no existen constancias de que los imputados cuenten con algún ante​ceden​te. 

Por otra parte, atento al mínimo de la escala penal aplicable (art. 302 del C.P. -seis meses-) no se impide la imposición​ en forma condi​cional de una eventual condena. 

Además, encontrán​dose los imputados actualmente a derecho, entiendo que no hay elemen​tos para suponer que intentarán eludir la acción de la justi​cia o entorpecer la investigación (art. 319 del C.P.P.N.).

3°) Embargo

Finalmente, en cuanto al embargo, considero que su esencia está dada por su “... fi​nalidad de asegurar efectivamente el resultado del proceso, ante la eventual imposición de una pena... de índole civil, al acceder a una acción resarcitoria por el daño ... ma​terial ocasionado por el delito...” (Cfr. Rubianes, Derecho Procesal Penal tomo III, pág. 173). 

En este caso entiendo que la pauta mensurativa del daño causado está dada por el monto de los cartulares. Tal monto repre​senta el “perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria causado directamente... a los propios derechos...” del ​ damnificado (Cfr. Código Procesal Penal de la Provin​cia de Córdoba anotado por Ricardo Núñez, pág. 27). 

Si bien el interés jurídico tutelado está dado por la fe pública no puede dejar de tenerse en cuenta el daño causado por la falta de pago. Además, la mensura​ción económica de un detrimento a la fe pública no resulta de fácil realización, con lo cual la pauta del perjuicio al patrimo​nio del damnificado resulta con más razón utiliza​ble.

De esta forma, el embargo debe intentar asegurar el éxito de la eventual acción civil resarcitoria de dicha lesión. Justa​mente el art. 518 del C.P.P.N. indica que el Juez deberá embargar “en cantidad suficiente para garanti​zar... la indemnización civil y las costas”. Esto nos permite pensar que la medida del embargo está dada por el monto del daño causado, conjuntamente, va de suyo, con las costas del proceso, a cuyo respec​to el único ítem de ellas que resulta a esta altura del proceso determi​nable es la tasa de justicia que ronda los $ 70. 

Resumiendo este punto, concluyo que en atención a las particularidades del presente caso, corresponde imponer a cada uno de los imputados la suma de once mil pesos ($11.000) respectivamente, siendo que el monto de los cartulares investigados en autos arrojan la suma de veintidós mil pesos ($ 22.000). 



B) Que al recibirle declaración testimonial a la Srta GAF en una primera oportunidad, la dicente expreso que el 26 de abril se presentó a trabajar, siendo interceptada por el Sr. MJF, quien le hace saber que  no quieren continuar con la relación laboral y que la iban a despedir. Que le hicieron firmar unos papeles contra la entrega de los cartulares. Que llamó a un abogado para asesorarse  y  me formuló una carta documento intimándolos a que le paguen los que correspondía. Que los cheques los guarde y no los cobre. El primer cheque lo cobre porque correspondía mi último mes de trabajo por el monto aproximadamente  de $11.000 (Confr fs 85 y vta).



Luego, en una segunda declaración prestada bajo juramento por ante el Tribunal, se le exhibió el telegrama de renuncia nro. TCL 017259817 obrante a fs, 18, el cual fuera presentado por los imputados- siendo que la empresa escaneo la copia presentada por la empleada-, no reconociendo la nombrada el mismo, ni su contenido, ni su llenado, ni su firma. Afirmando que no envió ningún telegrama a la firma Z LS.A. Por esta razón se le solicitó a la declarante que confeccionará un cuerpo de escritura, a lo que accedió. (ver fs. 173/174).



En virtud de sus dichos es que se requirió con carácter urgente al Correo Argentino que remita el original del Telegrama  laboral enviado el día 26 de abril de 2016 por GAF, recibiéndose el mismo a fs. 183.



Se ordenó la realización de un peritaje caligráfico  a fin de determinar si los textos y las firmas en el anverso y reverso del telegrama obrante a fs. 183- TCL 017259817 pertenecen al puño y letra de GAF.



Dicho informe realizado por el perito calígrafo concluyó que  1) las escrituras y firmas- en el documento cuestionado en autos-figuran en color azul sobre el anverso y la signatura, aclaración y número de documento, estampados en color negro sobre el reverso, pertenecen a puño y letra de GAF … 3) no existen ni auto deformación consistente de la grafía de GAF, ni tarea imitativa (el resaltado pertenece al presente).

Dado el resultado de la pericia, debo decir que la Sr. GAF presentó una copia adulterada del telegrama de renuncia, (con otra numeración catastral) en el Correo Argentino a fin de que ésta no llegue a su destino final. 

La nombrada simuló haber renunciado a su trabajo exhibiendo a su empleador una copia del telegrama de renuncia -adulterado y no enviado- y la firma le entregó bajo recibo los cheques en cuestión.  



Que esta actitud de la empleada, de negar el envió del telegrama de renuncia que motivará la recepción de los cartulares entregados por la firma Z L S.A., muestra a las claras que ya la Srta GAF no era una tenedora de buena fe, ni se la podría considerar damnificada, más cuando ni siquiera presentó al cobro los mismos.

Véase, y sin ánimo de disentir los argumentos por los cuales fuera sobreseía GAF en el Fuero de Instrucción, causa que se encuentra firme y en estado de cosa juzgada, la nombrada, tenedora de los cheques, conocía sobre la ilegal posesión de los mismos, toda vez que sólo presentó al cobro uno de ellos, el cual correspondería al pago de su salario. 

Asimismo, y en atención a las contradicciones presentadas en las declaraciones testimoniales realizadas por la testigo GAF y a las resultas del peritaje caligráfico que confirmaría que la nombrada habría prestado falso testimonio, es que corresponde extraer testimonios de las partes pertinentes y remitirlas para su  a la Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional a fin de que desinsacule el Juzgado de ese fuero que deba intervenir frente al posible delito de falso testimonio por parte de la Sra. GAF (arts. 275 y 276 del C.P.N)



Por todo lo dicho a lo largo de la presente es que,



RESUELVO: 


I. DECRETAR EL PROCESAMIENTO SIN PRISIÓN PREVENTIVA del Sr. CDDC  de las demás condiciones personales obran​tes en autos, como co autor (art. 45 C.P.) del delito previsto por el art. 302, inc. 3(  del C.P., en relación al hecho denunciado respecto de la libranza y orden de no pagar de los cheques nros. 11771685, 11771686, 11771687, 11771688 y 11771689 todos ellos por la suma de $4.207 cada uno,  pertenecientes a la cuenta corriente nro. 6247-7-182-0 abierta a nombre de “Z L S.A.” del Banco Galicia (arts. 306 y 312 del C.P.P.N. y 302, inc. 3 del C.P.).
II. MANDAR A TRABAR EMBARGO sobre los bienes del Sr. CDDC  a fin de garantizar los supuestos del art. 518 y concordantes del Código de rito, hasta cubrir la suma de once mil pesos ($11.000), debiendo librarse el mandamiento de embargo respectivo. 


III. DECRETAR EL PROCESAMIENTO SIN PRISIÓN PREVENTIVA del Sr. MJF de las demás condiciones personales obran​tes en autos, como co autor (art. 45 C.P.) del delito previsto por el art. 302, inc. 3(  del C.P., en relación al hecho denunciado respecto de la libranza y orden de no pagar de los cheques nros. 11771685, 11771686, 11771687, 11771688 y 11771689 todos ellos por la suma de $4.207 cada uno,  pertenecientes a la cuenta corriente abierta a nombre de “Z L S.A” del Banco Galicia (arts. 306 y 312 del C.P.P.N. y 302, inc. 3 del C.P.).

IV. MANDAR A TRABAR EMBARGO sobre los bienes del Sr. MJF a fin de garantizar los supuestos del art. 518 y concordantes del Código de rito, hasta cubrir la suma de once mil pesos ($11.000), debiendo librarse el mandamiento de embargo respectivo
V. EXTRAER TESTIMONIOS de la presente causa y remitirlos a la Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional a fin de que desinsacule el Juzgado de ese fuero que deba intervenir frente al posible delito de falso testimonio por parte de la Sra. GAF (arts. 275 y 276 del C.P.N)

VI. Hágase saber a los imputados que deberán presentarse ante el Tribunal dentro del tercer día de notificado al sólo efecto de hacerles entrega de un oficio dirigido al Registro Nacional de Reincidencia y Estadísitca Criminal; ello a fin de averguar si poseen antecedentes.

VII. Ofíciese a la División Información de Antecedentes de la Policía Federal Argentina a efectos de que se sirva informar si los encuasados registran antecedentes.  

VIII. Líbrese oficio a la Comisaría con jurisdicción los domicilios de los impuatdos a efectos de que personal a su cargo se sirva constatar si allí viven los encausados y proceda a practicar un amplio informe socioambiental (art 26 y 41 del C.P.). 

Regístrese, protocolícese y notifíquese por medio de cédulas electrónicas a la defensa de los imputados y al Sr. Fiscal. Firme que sea, comuníquese a los organismos de rigor.

Ante mí:

